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dispuesto en el art. 35.2 de la LOTC, sóbre la pertinencia de
plantear la referida cuestión de inconstitucionalidad. .

. El Fiscal, en escrito de 4 de.junio de 1985, estimó pertinente el
,planteamiento de la cuestión de inconstitucionalidad~ entender
·.que a la ejecución de lo resuelto por la Autoridad JudiCial se ha
opuesto la Autoridad militar invocando Unos preceptos legales que
estimó contrarios al arto 14 de la, Constitución Española. :
. Tercero.-La Sección Tereera d.el Pleno' de este Tribunal. en

"providencia de 1.8 de septiembre <le 1985, acerdó admitir a trámite
la cuestión de ¡nconstitucionalidad .planteada, de confonnidad con
lo dispuesto en el art. 37.2 de la Ley Orgánica del Tribunal
Constitucional, dar traslado Ce dicha cuestión al Congreso de los
'Diputados yal Senado, al Gobierno y al Fiscal General del Estado
al objeto.de que, en el plazo de quince días, pudiera personarse en

- el _procedimiento, y {onnular las .alegaciones correspondientes.
Acordó, asimismo, que se publicase en el «Boletín Oficial del
Estado» la· incoación de la- ~cuestiónpara general conocimiento.

Cuarto.-El Abogado del Estado se personó en el proceso y
formuló alegación única por eserito de 14 de octubre de 1985.
'Entendiendo el Abogado del Estado que, 8 partir de la Sentencia
54/1983, de 21 de junio, declarando la inconstitucionalidad de los

· am. 709.1 y 710 del Código de Justicia' Militar, se habían
· promovido ante el Tribunal· Constitucional diversas cuestiones
'SObre la constitucionalidad del liúm. 2 del art. 709 del aludido

· Código, por supuesta vulneración de los arts. 12, 117.5 y 118 de la
Constitución Española (cuestiones de inconstitucionalidad núms.
~8/1985; 282/1985 y 54611985). Por razones de economia procesal.

-y atendida la lustancial semejanza de &OS'motivos que fundamen­
;·tan la inoonstitucionalidad ahora planteada, dio por reproducidas
las alegaciones formuladas en tales procedimientos. .

'. El Ministerio· Fiscal, lO personó en autos por OSQÍto de '4 de
octubre de 1985. Manifestó que incumplia el trámite previsto en el
art. 37,2 de la LOTC, porque eran ya tres las cuestiones de
inconstitucionalidad I""lll0vidas por dive""s órganos judiciales
sobre la misma matena y en curso de tramitación ante el Tribunal
Constitucional, sin perjuicios' de otras ya resueltas. El Auto de 14
de junio de 1985 por el qua le promueve la cuestión de que traé
causa el presente proceso es igual,. con la única particulandad de
que sólo" menciona el arto 14 de la Constitución. y no el 24, que es
el que promovió la cuestión de ipconstitucionalidad núm.
546/1985. acumulada a la que se tramita bajo el núm. 282/1985.

En definitiva, _y ante tal reiteración de planteamientos, el
Ministerio Fiscal solicitó que se acordase suspender el plazo que se
lehabia .otorgado 'para fonnular escrito de alegaciones; que el
Tribunal Constitucional suspendiese la tramitación de la cuestión
de inconstitucionalidad hasta tanto fuera resuelto por Sentencia el
primero de los JII'OCetOS de la misma naturaleza seguidos frente al
mismoarl. 709.2 del Código de Justicia Militar y que, una vez

"dietada dicha resolución, se -volviera a dar vista al Fiscal para
_"Simple dictamen en cuanto a-la repercusión de la Sentenc.ia que en
su día se dietase sobre el actual proceso. "

Quinto.-Por providencia de·5 de diciembre actual, se señaló el
<!la 12 del mismo mes y año para deliberación y fallo. En tal dia
se deliberó y votó., '. , .

n. FUNDAMENTOS JURIDlCOS

Primero.-Se pIanteacuestión de inconstitucionalidad sobre el
párrafo 2.° de art. 709 del Código de Justicia Militar. Desde el
momento en que el Juzgado de Primera Instancia núm. 4 de los de
Sevilla planteó la cuestión de que trae causa el presente proceso, se
ha producido una modificación de la situación jurídica existente
que incide sustancialmente sobre la suerte del mismo.

En efecto, en la Selltencia. de este Tribunal numo 151/1985. de
S de nOVIembre (cuestlon de IDconstttuclOnalidad núm. 367/1984)
publicada en el «Boletln 9ficial del Estado» núm. 283, de 26 de
nOViembre de 1985, hemos declarado la inconstitucionalidad del
arto 709.2 del Código de Justicia Militar que estableciaJa inembar­
¡abilidad de los baberes personales de los militares para hacer
efectivas responsabilidades procedentes de contratos celebrados
con paniculares. o. de las costas producidas para su reclamación.

Se$Undo.-A lenor de lo establecido en el art.. 164.1 de la
Constitución, las Sentencias del T~unal Constitucional, además
de tener el valor de cosa juzgada a partir del dia siguiente de su
pUblicación. tierien plenos efectos frente 8 todos cuando declaren la
lDconstitucionalidad de una ley o de una norma con rango de ley.
El art. 38.1 de la ~OTC O$t3blece que las Sentencias dictadas en
procedimientos de iDconstitucionalidad vincularán a todos los
poderes públicos y producirán efectos generales desde su publica­
ciónen el «Boletin Oficial del Estadolo. Y el art. 39.1 de la misma
Ley prevé que cuando la Sentencia declare la inconstitucionalidad,
decla}'ará igualmente la nulidad de los preceptos impugnados. así
como la de aquellos otros de la misma ley, disposición o acto con
fuerza de ley a la que deba éxtendene por coneiión o consecuencia.

Aplicando estas'normas al presente caso, resulla que, como ya
hemos declarado en la Sentencia 150(1985, de 5 de noviembre
(cl:lestión de inconstitucionalidad núm. 105/1984) a propósito del
IDIsmo art. 709.2 del CJM, ha desaparecido el objeto de la cuestión
-de inconstitucionalidad por haber sido ya declarada la inconstitu·
cionalidad de la" norma denunciada en el presente proceso declara­
ción que, como es sa\»do, tiene eficacia ex tunco Se hace necesario
enmmar qué consecuencias produce este"*fallo sobre el proceso
constitucional y sobre. la cuestión planteada por el Juez como
prejudicial para resolver el proceso a quo..

Tercero.-EI Ministerio Fiscal. en su escrito de personación
de 4 de octubre de 1985, ba pedido que se le conceda nuevo
traslado para alegaciones; al<peiones que se abstuvo de formular
en el trámite que le fue conferido. Al haber desaparecido la materia
litigiosa, es· obvio Que tal trámite no tiene Que ser cumplido ni
seguido ya .que, a partii' de la fecha del evento que hace cesar el
objeto .del proceso, no tiene sentido -respetar el principio de
contradicción en' el mismo. Basta ·con la mera comprobación de la
declarada. inepnstitucionalidad de la" norma denunciada. para
concluir el proceso en marcha mediante un fallo Que debe declarar
que no procede hacer pronunciamiento alguno sobre la norma
cuestionada por haber desaparecido ésta del ordenamiento, lo que,
como es obvio, impide su aplicación. .

FALLO

En atención a todo.lo expuesto~ eJ Pleno del Tri"bunal Constitu4

~ional POR LA AUTORIDAD QUJ';LE CONFIERE LA CONSTI­
ruDON DE LA NACION ESPANOLA,

Ha decidido:

Declarar que no ha lugar a pronunciarse sobre la cuestión
planteada por baber desaparecido su ~bjeto.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del Estado».

Dada en Madrid a 13 de·diciembre de 1985.-Firmado: Jeró­
nimo ArozamenaSierra.-Angel Latorre Segura.-Manuel Diez de
Velasco VaUejo.-Francisco Rubio Uorente.-Gloria Begué Can­
tón.-Luis Diez Picazo.-Francisco Tomás y Valiente.-Angel Escu­
dero del Corral.-António Troyol Serra.-Francisco Pera Verdaguer.

, .
.En el recurso de amparo 550/1984. promovido por la «ComP.!'­

ñía de Seguros MAS», ·representada por el Procurador don Domfa­
cio Fraile Sánchez y bajo la dirección del Letrado don Julio López

· Taboada, contra el Atila de la Sala Tercera del Tribunal Central de
Trabajo de 3 de mayo de 1984, que tuvo por desistido el recurso
de •suplicación interpuesto liente a Sentencia dictada por la

· Magistratura de Trabajo 1lÚm. 3 de La Coruña. En el recurso ha
·.comparecido.el Ministerio Fiscal, y ha sido Ponente el Masistrado

1130 .Recurso dé' amparo núméo 55011984. .Sentencia
número 17211985. de 16 de,diciembre. .

La Sala Primera del ,Tribunal Constitucional, compuesta por
don Angel Latorre Segura, don Manuel Diez de Velasco Vallejo,

· doña Gloria Be8ut Cantón, don Rafael Gómez-Ferrer Morant y
don Angel Escudero del Corral, Magistrados, ha pronunciado

'EN NOMBRE DEL REY
:.¡á. sliuiente

'¡ 'SENTENCIA

don Manuel Diez de VeJasco Vallejo, quien expresa el parecer de
la Sala.

I. ANTECEDENTES

Primero.-La Magistratura de Trabajo núm. 3 de La Coruña
tramitó demanda en reclamación de indemnización por accidente
de trabajo, formulada por dada Mercedes Espiñeira Cainzos contra
la Empresa dosé González Gómez>o y la Compania de Seguros
«MAS», dictando Sentencia el 26 de dIciembre de 1983 en la que.
estimando la p'retensión deducida, se declaraba el derecho de la
actora al percibo de la cantidad reclamada y se condenaba a la

" Entidad «MAS». por subrogación en la responsabilidad del empre­
sario codemandado. al pago de la cantidad cubierta por la póliza de
seguros concertada entre ambos. En la resolución citada se decía lo
siguiente: «Se hace saber a las partes de su derecho para interponer
co~ra esta Sentencia recurso de suplicación ante el Tribunal
Central de Trabajo, el cual ló podrán anunciar ante esta Magistra-

·'tura en ~I plazo' de cinco días a partir de la notificación de la
presente· resoluciÓn». ."
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La representación de la Compañía de Seguros- «MAS» anunció
en plazo su propósito de interponer recurso de suplicación,.
acompanando al escrito resguardo acreditativo de, haber efectuado
en una Entidad bancaria el depósito .de 2;500 pesetas al que se
refiere el arto 181 de la Ley de· Procedimiento Laboral (LPL). Por·
providencia de 5 de enero de 1984,18 Magistratura de Trabajo tuvo
por anunciado en tiempo y fOJ1lla el indicado recurso, acordando'
poner los' autos a disposición del Letrado. designado por la
recurrente a fin de la formalización de aqUél, lo que se hizo por
.escrito de ·26 del mismo mes y. año.

Remitidos los auto. al Tribunal Central de Trabajo, Sil Sala
Tercera, .mediante Auto .de·) de maYIl de 1984, declaró tener por
desistido el recurso de suplicación' interpuesto en razón de la no
observancia por la Compañia recurrente del requisito prevenido en'
el arto ,154 de la LPL consistente en exhibir ante la Magistratura de
Trabajo, al tiempo· de anunciar el recurso de suplicación, el'
resguardo ac.reditativo de haber depositado en el Banco de España
la cantidad objeto de condena. .

Segundo.-Por escrito registrado en el Tribunal Constitllcional ,
(TC) el 17 de julio de 1984, el Procurado, de lo. Tribunales don
Bonitacio Fraile Sánchez, en nombre, y r.epresentación de la
Compañía de Segu~s «MAS»l interpone de:manda d~ amparo,
alegando que la decISIón del Tnbunal Central de Trabajo de tener
por desistido el recurso de suplicación vulnera el derecho a obtener
la tutela judicial efectiva, re~ocido en elart 24, núm.. 1, de la
ConsütuciónEspañola ,(CE.)., La· circunstancia de haber sido
demandada y condenada la solicitante de amparo en el proceso
laboral eosu condición de Entidad aseguradora -y no como
empresario' del trabajador- causahabiente de la indemnización
reclamada lo exime, dada la literalidad del arto 154 de la LPL, de
la obligación de depositar el importe de la condena. Pero es que aun
entendiendo dicha obligación aplicable a las Compañias mercanti·
les que comparecen y son condenadas en un procedimiento laboral
a· resultas de las consecuencias deducibles ·de pólizas de seguro
concertadas con clientes empresarios, el Tribunal Central de
Trabajo. debió declarar de oficio, velando por la pureza de. las
normas procesales. la nulidad de la Senteticia de Magistratura y las
posteriores actuaciones por no haberse expresado en el fallo las
consignaciones a efectuar y forma de realizarlas; ,

La demanda solicita la nulidad de la resolución impugnada,
declarándose por el TC que la obligación de consignar el importe
de la condena no sea de aplicación,a la parte actora al no haber sido
llamada al proceso como empresario. debiendo por. tanto el

. Tribunal Central de Trabajo entrar a conocer del fonde del asunto.
Con carácter subsidiario y para el supuesto de no prosperar la
anterior petición se solicita del TC se declare que el Auto recurñdo
vulneró el derecho a la tutela judicial efecdva por cuanto que si la
consignación no se efectuó .fue por atenerse a los términos del fallo
de la Sentencia de instancia, debiendo proceder el Tribunal Central
de 'Trabajo a decretar la nqlidad de dicho fallo y posteriores
actuaciones a fin de que por el Magis.trado se dicte· otro con las
advertencias consiguientes sobre las consigDllciones a reaJizar y
forma de ejecutarlas. Por otrosí interesa que se acuerde la suspen·
sión sin afianzamiento. de la ejecución· que pudiera intentarse en
base a la resolución que pretendía impugnarse.

Tercero.- Por providencia de 3 de agosto de 1984, la Sección de
Vacaciones acuerda, entre otros extremos, admitir a trámite el
recurso de amparo.y requerir a hr Mapstratura de. Trabajo de
Instancia y al Tribunal Central de TrabajO para que remitieran las
actuaciones r emplacen a quienes fueron panes "en el procedi­
miepto judicial, a excepción de la, Entidad recurrente, con el fin de
personarse en el proceso constitucional, si lo estimaren. con"e·
níente. La Sección también acordó la fdn¡lación de la correspon·
diente pieza separada para la sustanciación del incidente de
suspenSIón de la ejecución del acto recurrido.

Cuarto.-RemitIdas las actuaciones y no habiéndose personado
la~ partes emplazadas, la Sección Segunda de la Sala Primera,
mediante providencia de 11 de octubre de 1984. 11cuerda conceder
al recurrente y al Min'sterio Fiscal un plazo' común de veinte días
para formular alegaciones, limitándose aquél, por escrito de 5 de
noviembre, a dar por reproducido en todos sus términos el
contenido de la demanda. 1""

Quinto.-En sus alegaciones, el Fi>eal ante el TC. después de
exponer los antecedentes de hecho y los moJjvos de amparo,
examina por separado las dOI argumentaciones a~rtadas por la
recurrente para fundamentar la denunciada violaCión del derecho
a la tute:la judicial efectiva~ ~

a) .En relación. cón la presunta exención 'd'~ la obli~ión de
depositar el importe de la condena, el Ministerio Fiscal. tras
analizar la jurisprudencia constitucional en orden 'a la naturaleza y
finalidad del requisito previsto en los arts. 154 Y 170 de la LPL,
manifiesta ser de aplicación dicha obligación a la Entidad demaa."
dan te, pese a haber sido llamada al proceso como aseguradora y no
como empresario. Una interpretación teleológiéa' de 10$ citados,
preceptos conduce a la ·misma conclusió~, pues dado el carácter

tuitivo del Derecho Laboral,'con base en los arts.l, l1úms. 1 y 9,
núm. 2 de la ·CE, resulta clara la finalidad de excluir de la carga de

, la consi~ación únicamente, a Ips trabajadores, solución-ésta-.que.se
obtiene Igualmente desde una interpretación literal de los reseñados
arts. de la LPL, pues la Entidad recumnte intervino en el proceso
en·virtud de póliza concertada con el empresario. ocupando el lugar
de éste por el mecanismo subrogatorio. .'

b) EII lo que concierne al segundo de los fundamento. del
contenido .. del recUFSQ, consistente en no. haberse referido en
absoluto al tema de las consignaciones el fallo de la Sentencia de.
instancia, el fiscal examina la doctrina del TC en la materia,
indicando no ser aplicables al casó aquí planteado los criterios
sutentados J?Or las Sentencias 43/1983, de 20 de may~, y 47/1984,
de 4 de abnl. En la pnmera, efectivamente, SC' SUSCito el·tema de ­
la omisión por la Sentencia de una advertencia que pudo inducir
a error al justiciable, pero tal omisión fue: el no haber consignado _
el recargo del 20 por 100 de las cantidades obieto de la condena,
lo que habia sido declarado inconstitucional por la Sentencia
3/1983, del Pleno. de este Te. Tampoco la se'linda de-las
consideradas Sentencias, la 47/1984,. puede servir de r~ferencia en
la resolución del caso a· examen, pues la cuestión ahí tratada· se
situaba en el marco del art. 137 de la LPL..Para el Ministerio fiscal,
el tema del presente recurso- ha de resolverse con, arreilo a los
criterios seI)tados eh, la tammén Sentencia de este TC núm.
70/1984, de 11 de junio, que tefle.ionando .óbre el alcance
juridiC<Konstitucional del incumplimiento por el órgano judicial
del arl. 93 de la LPL señala la necesidad de diferenciar las simples
omisiones de las menciones equivocadas: Aquéllas producen -i:I.or·
malménte la puesta en marcha dejos mecanismos para.que sean
suplidas por iniciativa del litigante, mientras estas otras. suscepti­
bles de inducir .8 errores, pueden provocar fácjJmen~ una postp-.ra
procesaImente 1Ocorrecta En el caso a examea. la deternunaeton
por la hoy solicitante de amparo del importe de la condena eoa bien
sencilla, ya que la sentencia lo cuantificaba de manera expresa. Por
lo demás, el Ministerio fiscal destaca~ la paradoja que comporta el
que. en el decir de la demandante, la indefensión traiga su causa en

. el incumplimiento por la Sentencia· de Ínstancia del mandato
contenido en el arto 93 de la LPL, pero no se haya impugnado esta
resolución. De haberse producido la violación· denunciada, la
misma habría quedado consumada en aquella Sentencia y no en el
Auto del Tribunal Central de Trabl\io, que es únicamente el
impugnado., .

Por todo lo expuesto. el. Fiscal concluye su' informe interesando
del TC que diete Sentencia desestimatoria del amparo pedido, al no
haber quedado acreditada.1a pretendida vulneración del art. 24,
núm. 1 de la C.E. • . .
. Se.to.-Por A~to de 3 de octubre de 1984, una vez tramitada la
pieza separada de suspensión. la SaJa acordó suspender la ejecución
del fallo de la Sentencia de 26 de diciembre .de 1983, dictada por
la Magistratura de· Trabajo núm.. 3 de La Coruña ~n ·los Autos
1686/1983, en cuanto dIcho fallo condena a la Compañia de
Seguro. «MAS» a subrogane en el pago de la cantidad de 500.000
pesetas, condicionando la efectividad de la suspensión a la constí·
tución de fianza en forma que' la citada Magistratura estime
suficiente para asegurar el pago del importe ·objeto de' la condena.'

Séptimo.-Por providencia de 4 de diciembre de 1985, la Sala
fijó para la deliberación y votación del recurso el dia 12 de
dIciembre de 1985;· .

11. fUNDAMENTOS HJRIDICOS .

Primero.-L8 pre.ente demanda de amparo acoSe·un.. dualida'd
de peticiones entrelazadas de íal modo que la segunda ha de
entenderse fonnula4a de forma subsidiaria ante la eventualidad de
que la principal sea desestimada. Esta dualidad de objeto se infiere
no sólo y como es obligado esperar·del contenido del suplico sino
además de las alegaciones jurídicas en las que la, vulne,ración del
derecho a la tutela judicial efectiva Se basa en dos cauces Que
fundamentan una. y otra. petición; La principal y la .ubsidiaria.

Se&undo.-En aporo de su petición principal, alega el deman·
dante no serie de aphcación la obligación de consignar el importe
objeto de la condena Que, como requisito previo para recurrir en
suplícaci6n. eS1?·\W<!e el azt. 154 de la LPL limitadamente -se
s.ost:ieAe-paraaquellos rec\ll'UUtt-es que hubieren comparecido en el
proceso ordinario COmo empresarios. condición juódico-material
baj", la que no .<....ó en el procao laboral. El Auto impugado,
mantiene la recurrente, al decIar..- desistida a la parte actora del
recurso de suplicación por estimar inaunplido un requisito Proce·
sal del que estaba exento. vulneró"el art.· 24, núnl. 1, de la CE. Con
argumentos distintos y desde diverso enfoque, el razonaroieÍ1to del
solicitante d.e amparo- se sitúa en la línea argumental que sostuvo
en el ,proceso de lDStaDcia!i0ponene a.1a pretensión, laboral y
que no fue otra que la de la excepción de incompetencia de
jurisdicción, no acogida por e juqador de instancia que declaró, en
base- a reiterada. y constante iunsprudencia, la competeDcia. del
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orden juriSdiccional )aboral'«para conocer de las responsabilidades
o denvadaS de las pólIZas de seguro, cuandu las mismas se otorgan
como-consecuencia de una telacióo" laboral». --

pado el carácter fonnal de las sarantías procesales constitucio­
!'a!uadas en el arto 24, núm 1, de la C.E., la cuestión de determioar
si el Auto c~mbatido infringió o no el derecho a la tutela judicial
efectl~a al Imponer al recurrente la. obligación de constituir el
depóSIto de\ ano 154 LPL requiere examinar si este último precepto
se ,1nte.rpreto o no correcta~en~, pues, como tiene dicho el Te, la
pn~a~::l6n de recursos denvada de ilegalidades -en actuaciones
)udiClales puede yU]nerar el derecho reconocido a todas las persa­
nas de obtener una tutela efectiva de los Jueces y Tribunales en el
-ejercicio de sus intereses legítimos.

Tercero.-Planteando el examen de la aplicaflión de la legalidad
procesal desde la perspectiva constitucional, no pOdemos compartir
la tesis del recurrente. Cierto es que el art. 154 LPL .utiliza la
expresión «empresario» a los .efectos de imputación de requisitos
procesales y es lllualmente cierto que la ho)' demandante en amparo
DO compareció en juicio bajo esa condiCión jurídico-material. Sin
embargo tales apreciaciones DO bastan para mferir la vulneración
por la resolución judicial recunida del derecho a la tutela judicial

· efectiva, pues la interpretación que esa resolución llevó a cabo del
arto 1S4 LPL no es contraria al contenidp del derecho enunciado en
ese precepto constitucional, teniendo ·fundamento y siendo razona·
ble. . . .-

La decisión de eXigir al solicitante de amparo' la ""nsignación
del importe de la condena tiene fundamento por cuanto en el
proceso laboral pueden comparecer como codemandados con el
empresario ot,ros sujetos que,~ a no estar vinculados por una
relación laboral con el. trablIjador o trabajadores demaD(!antes,
asumen solidanamente o se sul?rogan por Imperativo legal o a
~~ltas de u~ contrato de natw:aleza civil o mercantil de responsa­
blhdades nacIdas de la celebracIón de ,:,n ""ntrato de trabajo o con
ocasión de su eJecuClón. Tal es precIsamente lo sucedido en el
presenbcaso, en el que la Compañia de Seguros «MAS», en razón
de la póliza de seguros concenada con el empresario codemandado,
fue condenada al pago de una indemnización «por subrogación en
la responsabilidad del empresario», condena que Bn'8str¡l todas las
consecuencias que la legislación procesal detennina, y entre ellas el
cumplimiento de los' requisitos necesarios para poder discutir
mediante e) recurso de suplicación la propia Jegalidad tlel meca·
Dismo subrogatori9 aplicado en )a Sentencia de instancia.

Pero apane.de tener un sólido fundamento, la decisión del Auto
recutrido es razonable atendidas las funciones que cumple la carga
de consignar el importe de la condena. Como ya fue señalado' por
la Sentencia de este TC de fecha 25 de enero de 1983 (<<Boletin
Oficial del Estado» de 17 de febrero) la primera de las resoluciones
'lue han tratado el tema que ahora se plantea y cuyos·criterios han
Sido reiterados en otras ocasiones, la obligación para el empresario
no declarado pobre de depositar el importe objeto de l. condena
constituye una medida cautelar tendente a asegurar la ejecución de
1.a Sentencia si posterionnen\C fuera confirmada así como a evitar
la interposición de rec~os meramente dilatorios. Desde esías
consideraciones, no es rebatible la razonabilidad de la -aplicación al
solicita~te de amparo del requisito para recurrir .en· suplicación
estableCIdo por el arto 154 de la LPL, pues la constitución del
depósito estaba llamado a cumplir en el presente caso y de manera
itltegra las funéiones propias de esta eXigencia procesal.

Cuarto.-Desestimada, por infundada, la pretensión principal de
la Entidad recurrente, hemos de examinar seguidamente la petición
articulada con carácter subsidiario. En tal sentido, alega la parte .
·aetara Que las consecuencias de no haber removido la carga para
~recurri.r en que consiste la consignación del impone de la condena
no han de serie imputadas ·pues su comportamiento procesal se
lIiustó a los terminos del laÚD de la Sentencia de instancia que
omitió la obligada advertencia sobre ese extremo~ incumpliendo asi
lo ordenado en el arto 93 de la LPL. El Tribunal Central de Trabajo.
al declarar tener por desistido el recurso de suplicación interpuesto
en hisar de decretar <le oficio la nulidad de la Sentencia, limitada­
mente a este punto, vulneró -sostiene la ·recurrente- el derecho
constitucionalmente con~do de obtener la tutela judicial efec-
tiva, produciendo indefenSión. _ _. _

Quinto.-EI problema central que suscita la .pretensión subsidia­
ria de la demanda de amparo reside en detenninar el alcance que
desde un punto de vista jurídico· constitucional produce la inadmi­
sión de un recurso o su desistimiento, por utilizar la terininología
de la Ley Procesal Laboral, en razón del incumplimiento de un
requisito procesal que, formando parte del contenido de la denomi­
nada instrucción sobre recursos, no fue objeto de la debida

· ilustración a los litipntes por I"!rte del juzgador a quo.
Sexto.-Siguiendo una tradIción que arranca de la Ley de

Tribunales Industriales de 191 i Y que se mantendrá con variantes
en los posteriores textos reguladores del proceso laboral, el·art. 93

'LPL establece que """ ~ liillo de la Sentencia deben advertirse a
. las· partes los recuno. llUe contra ella proCedail y plazo para

'~ercitarlos, -así como las consignaciones que sean necesarias y
forma_ de efectuarlas». En concreto, se trata de que el Magistrado
co)a~re con la parte rec.ur:rente para levantar una carga procesal,
.de onge~ legal, q~e condlclo~ el acceso al recurso. La instrucción
del MagIstrado llene un caracter meramente declaratorio de la
existe~cia de. la obligación d~ consignar, que, como tal, ha tenido
~ .ongen dueetamente en la Ley, que lo declara «requisito
,"dISpensable. (art.. 154 LPL), para tener por interpuesto correcta­
~ente e! recurso. ClI~.éndose solamente .al carácter declarativo de la
tnstruCClón del M~&1strSdo,. podria entenderse que. puesto que la
0~hgacl6n de ~onslgnlU' naciÓ directamente de la Ley, la acomoda.
CiO~ P~ (ie los recurrentes a I!,s tén;ninos contenidos en la
notificación del.fallo de la SentenCl8 ~e .1Dstancia, cuando éstos
resultan contranOs -a la expresa solUCión legal, no les exime de
aceptar después consecuencias que el ordenamiento anuda a la
inobservancia del requisito de consignar el importe de la condena
y en esta línea parece moverse el Auto recurrido del Tribunai
~tral de Trabajo. .

. A~ntemente, contribuiría, tambien a abonar esta solución la
~oc.tnna senta"" en Sentencia del TC numo 70/1984, de 11 de
Jumo:, Que, anab~ndo las consecuencias producidas por la inobser­
vancia. de lo dISpuesto .en el arto 93 de h! LPL, distingué el
tratamiento que ha de darse a las simples omisiones del fallo de
una par:te, >: a las menciones equivocadas, de otra, pues si bien ~na
deternl1naCiÓn errónea en el fallo «es ,susceptible de inducir a un
error- de la parte litigante, error que hay que considerar como
ex.cu~ble 4es4e.1a autoridad que necesariamente ha de merecer la
autol)-dad Jud~cla1», ello no· sucede ,con la.simple omisión, que
podna ser fácilmente detectable por cualqwera que tuviese unos
someros conocimientos juridicos y que; por tanto, sujetaron a los
recurrentes que erraron por virtud de esta omisión á las consecuen·
cias generalmente previstas para ello en el ordenamiento jurídico
(<<Boletín Oficial del Estado. de 11 de julío de 1984, Supl. 16S
p. 18). Sin embargo, teniendo en cuenta el supuesto de hecho Que
con~mplaba la resolución citada, se evidencia que la doctrina que
contiene no pretende sentar una afirmación general e inamovible
~n abstracción de cualesquiera circunstancias Que pudieran concu~
mr en el caso. -

septim~.-En el supuesto de becho de la Senteftcia 70/1984, de
lt de Jumo, el recurrente. había omitido efectuar el depósito de
2.500 pesetas previo. a la interposición del recurso de suplicación
depósito que viene impuesto a 'tCiado el que sin ostentar el concept¿
de t!8baj!ldor o causahabiente suyo inten~e ihterponer recurso de
SUphcaclOIl» (art. 181 LPL).En el caso Citado parecía fácilmente
subsanable la omisión de la Sentencia de Magistratura «para
personas--que ~sean. el~mentales conocimientos jurídicos», en
palabras de la SentenC13 Citada, Que configura claramente el silencio
de Magi~tratura en este punto como «omisiów, y no «error», en la
perspecllva del arto 93 LPL. De ahi su fallo; denegando la
pretensión de los recurrentes en amparo. .

En el caso presente, sometido 8 nuestra" consideración la
omisión por la Magistratura de mencionar en su Sentencia', la
necesaria consignaciól1 de la cantid.ad objeto de la condena~ como
req~i.s.ito~ ~urriren suplicación, no aparece como una patente
omlSlon, ni siquiera para personas con·~Iementale~ conocimientos
juridicos». Dada la redacción del arto 154 LPL a que anteriormente
se ha hecho referencia, el silencio de la Sentencia de Magistratura
al respecto pudo razonablemente imputarse a una interpretación
estricta de lo dispuesto en dicho precepto legal, como alegan los
recurrentes en amparo, a ser una Compañía aseguradora, convic­
ción que quedaría acentuada para la pane si, CQl1l0 .sucedió, la
Magistratura declaró anunciado el recurso en tiempo y forma,
acordando poner los autos a disposición del letrado de la recu·
rrente,--8 fin lie formalizar el recurso- (ante.eedente primero). Visto
lo anterior, la resolución de este Te citada no descar'ta que, salvo
los casos en que sea imputable también a la negligencia de la parte
que q'Qeda excluida del uso de la vía de recursos. los errores de los
órganos judiciales no deben producir efectos negativos en la esfera
iurldica del ciudadano (Sentencia TC:43/1983, de 20 de .mayo.
Jurisprudencia Constitucional T.YI. p. 116), privándole del acceso
a un recurso establecido por la Ley por causa no imputable a ella.
Si así se entendiera, configuraría una indefensión contraria al
derecho a la tutela judicial efectiva pues, 'aunque esta última no
implica en todo caso el derecho a la existencia de ,una doble
instancia, pero cuando los recursos están legalmente previstos, se
integra,n en el contenidó en eJ ano 24, núm. 1,· de la C.E.

En el caso examinado, ante la actuación concreta contenida en
la Sentencia de Magistratura, y su eventual fundamento en la
interpretación de lo .d!spuesto en.el arto 154 LPL, no pa~ece que sea
razonablemente ,eXIgIbJe a la recurrente -para no lDcurrir .en
negligencia inexcusable- desentenderse absolutamente de las indi­
caciones de la Sentencia del Magistrado'y actuar de forma. diferente
ad cautela'!'. .

.Octavo.-Resolviendo como )0 hizo, por sil pane el Tribunal
Central de ..Trabajo omitió la 'valoración de las circunstancias
concurrentes, limitándose a extraer las más duras consecuencias
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dedücibles de la normativa procesal en perjuicio del recUrrente. La
postura del Tribunal Central de Trab,go, formalmente correcta, ha
rehuido la más mínima actividad por su parte, tendente a aseguJ1U'
el efectivo distTutedel derecho fundamenral en cuestión, actividad
que, si es exigible en todos los Tribunales, aún lo es más respecto
de los Tribunales laborales, dadas las peculiaridades de los procesos
laborales, que atribuyen a los Jueces características facultades de
información. Por ello, una" interpretación acorde ton el arto 3,
núm. 1, del Código Civil de las nQt'lllas procesaJes laborales y de
las de la Ley de Erijuiciamiento Civil en cuanto supletorias, abona
la exigencia de una mínima colaboración judicial. con las panes
para hacer efectivos sus derechos de tutela jurisdiccional (Sentencia
TC 43/1984, de 26 de marzo, en Jurisprudencia Constitucional T.
VII p. 51 1), cuandó la inobservancia de requisitos procesales no
pueda imputarse razonablemente. a error o negligencia de las
mismas- en los términos ya expuestos. Por las .razones dichas este
TC en base al ano 24, núm. 1, de la CE, debe otorpr el amparo
en base a la pretensión llamada «subsidiaria» por la recurrente.

Noveno.-Un último problema se refiere al contenido del fano.
Para cumplir las finalidades previstas en ,el ano 55 de la LOTC,
parece eVidente Que, en cuanto que elimina la Pósibilidad de
acceder al recurso ele suplicación, debe considerarse nulo et Auto
del Tribunal Centr¡l! de Trabl\io por el que se declara desistida a la
recurrente. La cuestión está ahora en cómo devolver a la recurrente
a la integridad de su derecho. A estos efectos. no seria acertado
retrotraer las actuaciones ar momento anterior·a la comisión de)
error en la consignación. pues ello significarla retomar al momento
de dictar la Sentencia el Magistrado de Trabajo, a fil\ de que
pronunciase una nueva sentencia. Dado ~l momento procesal en
que se ha producido la declaración de 4esistimiento de la recu~

rrente resultaria d~roporcionado y contrario al principio de
economía procesal ehminat todos los trámites ya evacuados antes
de que el Tribunal Central de Trabl\io dictase el Auto hoy
impugnado; Por ello. estimamos Que la solución más conforme con
la finalidad de 'evitar dilaciones indebidas en la administración de

1131 Sala SegundA. Recurro de amparo número 90/1985.
Senlencia número 173/198J. de 16 de diciembre.

. - -- -
_ La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, compuesta por
don Jerónimo Arozamena SielTa,·Presidente. don FranCISCo Rubio
Llorente. don Luas Díez·Picazo J Ponce de León. don Francisco
Tomás y,Valiente, don Antonio Truyol Serra y don Francisoo Pera
Verdaguer, Magistrados, ha pronunciado ,

EN NOMBRE DEL REY
la siguiente

SENTENCIA

En el iecurso de amparo núm. 90/1985, promovido por don
José Manuel Collantes San Miguel. representado por el Procurador
don José Luis Manln Jaureguibeitia, bajo la dirección del Abogado
don Santiago Pérez Obregón, respecto de la Sentencia del Juzgado
de Instrucción núm. 4 de Santander. condenatoria por delito de
robo. y en el que ha comparecido el Ministerio Fiscal. siendo
Ponente el Magistrado don Francisco Tqmás y Valiente. quien
expresa el parecer de la Sala. ..' .

l. ANTECEDENTES

Primero.-Por escrito regi'trado en este TribUnal el 7 de febrero
de 1985, don José Manuel Collantes San Miguel, asistido del
Letrado don Santiago Pérez Obregón, pero sin representante
procesal, dijo que interponía recurso de amparo por Violación de su
derecho a la presunción de inocencia. contra la Sentencia del
Juzgado de Instrucción núm. 4 de Santarider de 13 de septiembre
de 1984 en el proceso penal 7/1984, según la Ley 10/1980, y contra
la Sentencia de la Audiencia Provincial de Santander de 15 de
enero de 1985. Pedía, tambien que se le nombrara Procurador de
oficio. habida cuenta de que carece, de medios econ6micos.

Tramitadas y resueltas las diligencias sobre ñombramiento de
Procurador. que recayó en don JOK Luis'Martín Jaureguibeitía. se
otorgó a éste un plazo para fonnalización de la demanda, que
presentó el 10 de mayo de 1985. .' ,

En ella se hace constar Que el recurrente fue sometido al proceso
de la Ley 10/1980 por ,upuesto delito de robo con base en una
denuncia presentada por dos policías municipales Que dijeron
haberlo sorprendido cuando trataba de abrir con unas tijeras un
turismo ajeno estacionado en la calle Hernán Corté!J de Santander.
También. según la versión policial, el recurrente había abierto antes
otros dQs coches. apoderándose de diversos objetos situados en el
interior de los mismos. Tras el juicio ·oral fue condenado por la
Sentencia de 13 de septiembre de 1984 como autor responsable de
un delito de robo con la concurrencia de la circunstancIa agravante

justicia sea facilitar al recurrente un plazo para que subsane el error.
en la consignación. asf co.ntinuar la tramitación del recurso hasta la •
Sentencia. La fijación de tal plazo, en' cuanto deducible de la
legislación prooesaI ordinaria, debe, sin embargo, ser realizada poI
los Tribunales de Justicia que la aplican e interpretan, y en ese
senti<!o, es de la competenc", del Tribunal ~entral de Trab'ljo.

FALLO'
En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucional.

POR LA AUTORIDAD QUE J.E CONFIERE LA CONSTITU-
C10N DE LA NACION ESPANOLA" ' . '

• ' Ha decidido:

Otorgar el aniparo solicitado' por la Compañía ~e Seguros
«MAS.., y.en consecuencia: '. :

t." Declarar la nulidad del Auto del Tribunal Central de
Trabajo de 3 de mayo de 1984, que tuvo por desistido el recurso
de suplicación interpuesto por la recurrente contra la Sentencla
dictada 'por la Magistratura d. Trabaio nÍüD. 3 de La Coruña, por
contrario a: }o dispuesto en el arto ~4~ núm. 1, de la Conshtuc.lón
Espoijola. . . , '

2.0 DecIarar el derechO de la recurrente a que por el Tribunal
Central de"" Trabajo se proceda a determinar el plazo procedente
para facilitar la suhsaBación de los derectos de consignación. r la
posterior tramitación conforme a derecho del recurso de suph~.

ción.
3.0 Desestimar el recurso en todo lo demás.
Publiquese ~ta Sentencia en el «iIoletín Oficial del .Estado».

Dado cm Madrid a, 16 de diciembre de 1985.-Angel Latorre
Segura.-Manuel Diez de. Velasco Vallejo.-Gloria Begué Can­
tón.-Rafael Gómez-Ferrer Moranl.-Angel Escudero del
Corral.-Firmados y rubricados. '.

de reinci~ncia. a las penas de cinco ~eses de arrestó mayor -y
accesorias así como al pago de indemnizaciones a los perjudicados
y al de las costas. Según la representación del recurrente, la
denuncia no fue ratificada en el Ju~gado ~ .los policías ~unicipa.
les. el recurrente. cuando fue detellldo. no prestó declaraCión en las
dependencias del Cuerpo General de Policía, negó los hechos al
declarar en el Juzgado y no se practicaron pruebas en el juicio"oral,
por todo lo cual, y por entender lesionado el, derecho a la
presunción de inocencia del rec~nte, apeló ~ontra la Sen~enc!8
condenatoria. No obstante. la CItada SentenCIa de la AudIenCIa
confirmó la del Juzgado. La representación procesal del recurrente
entiende que de los hechos relatados y de las Sentencias que
impugna se evidencia una clara violación del derecho a la presUD~
ción de inocencia del arto 24.2 de la Co,nstitución, «al DO existir la
más mínima prueba Que pudiera ltaber llevado a los sucesivos
Tribunales a la convicción moral o lógica juridica de que José
Manuel Callantes San Miguel fuera autor del delíto por el que fue
conden~do», por todo lo cual ~ía a.,,!paro contra las dos
SentenCIas menCIonadas, cuya nuhdad SOlICItaba. Por pedimentos.
independientes solicitaba también la suspensión .de las SentenCÍlJs
y la concesión del beneficio 'de justicia gratuita. -

Abiertas las cQrftSpondicntes piezas separadas. fueron resueltas
en sentído favorable a lo pedido respecto a la gratuidad (Auto d~
3 de julio) y denegando la suspensión (Auto de 7 de agosto
de 1985). ' .

Segundo.-La Sección Cuana por pr;,videncia de 22 de mayo
abrió el trámite de admisibilidad del art. SO de la LOTC por la

, posible concurrencia de los motivos de inadmisibilidad del 50.1, b),
en relación con el 44.1, e), Y' del SO.2. b), LQTC Tras las
correspondientes alegaciones del. Fiscal y del recurrente.... Que
acompañó a su escrito una copia de su recurso de apelación en el
que se alegaba la violación del ~echo a ser presumido inocente.
con cita expresa del an. 24.2 de la C.E y de Sentencias de 10 de
noviembre de 1982 y 27 de diciembre de 1982 de la Sala Segunda
del Tribunal Supremo,' la Sección Cuarta acordó por providencia de
3 de julio de 1985 la admisión del recurso, osi como que se
diri~e~ hlscorrespo,n~i~nt~ comunica~iones.al.J1:'Zgado ya la
AudienCIa para que remitIeran las actuaCIOnes JUdICiales. .

Recibidas éstas, la Sección, por providencia de 18 de septiem­
bre, ,acordó acusar recibo de las iDismas y dar vista de las
actuaciones al Fiscal y al· recurrente por plazo común de veinte
días, dentro del cual padrían presentar sus respectivas alegaciones
de conformidad con lo dispuesto en el art. 52.1 de la LOTC.
, En su escrito, el representante procesal del recUl'Tente sintetiza

sus a1egacion~ iniciales y se remite al suplico de la demanda.
En el suyo el Fiscal ante el Tribunal Constitucional resume la

doctrina de éste sobre la presunción de inocencia; cita nuestras
Sentencias 31/1981, .de 28 de julio; la 2/1984; la 9 del mismo año,

•


